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APELACIÓN 
procedente del 
Tribunal de 

Primera Instancia, 
Sala Superior de 
Carolina  

 
Caso número: 

CA2021CV01273 
 
Sobre: 

Interdictos 
Preliminar y 

Permanente; 
Incumplimiento de 
Contrato; Daños y 

Perjuicios 

 

Panel integrado por su presidenta, la juez Domínguez Irizarry, la 
juez Rivera Marchand y la juez Aldebol Mora. 
 

Aldebol Mora, Juez Ponente 
 

S E N T EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

 Comparece la parte apelante, Reynaldo Molina Rivera y 

Tatito’s Transport Service, Inc., y nos solicita que revoquemos la 

Sentencia Sumaria Parcial emitida y notificada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Carolina, el 2 de junio de 2023. 

Mediante dicho dictamen, el foro primario declaró Ha Lugar la 

solicitud de sentencia sumaria parcial promovida por la parte 

apelada. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I 

 El 27 de mayo de 2021, Francisco Ortiz Santini, Carmen Enid 

Vázquez Colón, la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 
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ambos (matrimonio Ortiz-Vázquez) y la Asociación Recreativa de 

Residentes de Estancias de San Fernando, Inc. (Asociación de 

Residentes) (apelados) incoaron una Demanda sobre interdicto 

preliminar y permanente, incumplimiento de contrato, así como 

daños y perjuicios en contra de Tatito’s Transport Service, Inc. (TTS) 

y Reynaldo Molina Rivera (Molina Rivera) (apelantes).1 Alegaron que 

TTS, a través de Molina Rivera, estaba utilizando las calles y áreas 

comunes de la Urbanización Estancias de San Fernando 

(Urbanización) para estacionar la flota de vehículos pertenecientes a 

esta, así como para proveer estacionamiento a los empleados, 

contratistas o agentes de TTS durante horas laborales. 

Argumentaron, además, que reparaban vehículos pesados en las 

calles y áreas comunes de la Urbanización y que contaminaban las 

calles y encintados con aceite de motor y basura, entre otros, en 

violación a varias disposiciones de la Ley de Vehículos y Tránsito de 

Puerto Rico, ordenanzas municipales, reglamentos y escrituras de 

la Asociación de Residentes.  

Por lo antes expuesto, la parte apelada solicitó la remoción de 

los vehículos comerciales estacionados en la Urbanización, el cese 

del flujo de los empleados, contratistas o agentes de TTS hacia la 

Urbanización con fines laborales o de cualquier otra índole, así como 

el cese de la alteración y utilización de espacios comunitarios para 

su provecho comercial. De igual forma, peticionó la prohibición 

permanente en contra de TTS para utilizar las facilidades, calles, 

aceras y estructuras comunes de la Urbanización para fines 

comerciales. Además, solicitó que se le ordenara a Molina Rivera y a 

TSS a restaurar y revertir a su estado natural las áreas comunales, 

aceras, áreas verdes y verjas que fueron alteradas sin autorización 

de la Asociación de Residentes, el Municipio de Carolina o la Oficina 

 
1 Apéndice del recurso, págs. 20-36.  
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de Gerencia de Permisos, para acomodar el inventario de vehículos 

pertenecientes a TTS y la operación de su negocio.  

 Por otro lado, los apelados solicitaron que se declarara que las 

actuaciones de TTS de estacionar y ubicar sus vehículos 

comerciales, así como los vehículos de sus empleados y agentes, y 

reparar los mismos en las calles de la Urbanización contravienen las 

normas impuestas por la Urbanización y las obligaciones legales y 

reglamentarias. En vista de ello, solicitaron una indemnización por 

una suma no menor de $100,000.00 en daños y perjuicios a favor 

del matrimonio Ortiz-Vázquez, una suma no menor de $6,000.00 en 

pago de honorarios de abogado, tanto a favor de la Asociación de 

Residentes como del matrimonio Ortiz-Vázquez, los gastos y costas 

incurridos en la causa de acción de epígrafe, así como los demás 

remedios que, en derecho, equidad y justicia procedieran.   

 En respuesta, el 21 de octubre de 2021, TTS y Molina Rivera, 

presentaron una Contestación a Demanda y Reconvención. 2  En 

esencia, negaron las alegaciones esbozadas en su contra. De igual 

forma, presentaron una reconvención en la que alegaron que la 

parte apelada pretendía privarle del uso y disfrute de su propiedad 

al imponerle restricciones adicionales a las existentes en la 

Escritura de Restricciones. Asimismo, alegaron que Molina Rivera 

había sido difamado con los vecinos de la comunidad. Por otro lado, 

expusieron que el matrimonio Ortiz-Vázquez había establecido una 

persecución en contra de Molina Rivera y sus familiares 

acechándolos constantemente, fotografiándolos, y grabándolos sin 

la autorización de estos, creándole ansiedad y aprensión constante, 

alteración a su paz e invasión de su privacidad. Del mismo modo, 

alegaron que las actuaciones de la parte apelada le ocasionaron 

pérdidas económicas a Molina Rivera consistentes en gastos de 

 
2 Apéndice del recurso, págs. 37-47. 
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relocalización, gastos en vehículos adicionales, alteró su rutina 

diaria, y se vio cohibido de tener su vehículo de trabajo disponible 

en su casa para poder ir a trabajar, lo cual le economizaba tiempo, 

dinero y esfuerzo. 

 En consecuencia, TTS y Molina Rivera solicitaron que se le 

autorizara a este último a permanecer con sus vehículos de trabajo 

dentro de las inmediaciones de la residencia de conformidad con la 

Escritura de Restricciones. Peticionaron, además, que se le 

prohibiera al matrimonio Ortiz-Vázquez grabar o de alguna manera 

hostigar a Molina Rivera. Finalmente, solicitaron una suma no 

menor de $150,000.00 por daños económicos, angustias mentales, 

daños a su reputación, privación del libre uso y disfrute de su 

propiedad, y gastos de relocalización de sus vehículos de trabajo. 

Luego de varias instancias procesales, el 23 de febrero de 

2022, la parte apelada instó una Solicitud de Sentencia Sumaria 

Parcial.3 En la misma, solicitó que se dictara sentencia sumaria 

parcial prohibiéndole a TSS y a Molina Rivera el uso de las 

facilidades de la Urbanización para fines comerciales, así como el 

tránsito y estacionamiento de los vehículos del negocio TTS. Solicitó, 

además, que se le ordenara la remoción de todo vehículo comercial 

de los predios de la Urbanización, la reparación de los daños 

ocasionados a las facilidades públicas de la comunidad, incluyendo 

las aceras peatonales y las áreas verdes, restableciéndolas a su 

condición original, así como la remoción de las fuentes de 

contaminación lumínica que mantenían en la residencia F-11, al 

final de la calle 7 de la Urbanización.  

En desacuerdo, el 4 de abril de 2022, TTS y Molina Rivera 

presentaron una Réplica a Solicitud de Sentencia Sumaria Parcial.4 

 
3 Apéndice del recurso, págs. 68-81. Junto a su moción, incluyó una declaración 
jurada suscrita por Francisco Ortiz Santini. Véase, Entrada Núm. 78 del Caso 

Núm. CA2021CV01273 en el Sistema Unificado de Manejo de Casos (SUMAC). 
4 Apéndice del recurso, págs. 82-93.  
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En esencia, arguyeron que no procedía dictar sentencia sumaria 

debido a que existían controversias de hechos sustanciales que 

justifican la celebración de un juicio en su fondo. En particular, 

plantearon que hay controversia sobre si las actuaciones imputadas 

a TSS y a Molina Rivera constituyen o no una violación a las 

servidumbres en equidad o si, por el contrario, son el ejercicio válido 

del uso y disfrute de su propiedad. 

Luego de evaluar ambos petitorios, el 2 de junio de 2023, el 

Tribunal de Primera Instancia emitió la Sentencia Sumaria Parcial 

que nos ocupa,5 mediante la cual declaró Ha Lugar la demanda en 

la causa de acción sobre interdicto permanente, prohibiendo a la 

parte apelante estacionar o almacenar en la Urbanización todo tipo 

de vehículo pesado de transporte. Además, le prohibió a TTS utilizar 

los espacios comunes de la Urbanización para almacenar o 

estacionar todo tipo de vehículo comercial que esté registrado a 

nombre de dicha entidad, sus oficiales, directores o accionistas. 

Asimismo, le ordenó a TTS y a Molina Rivera restaurar a su estado 

original las aceras y áreas verdes al final de la calle 7 de la 

Urbanización y remover toda iluminación de alta potencia que afecte 

el libre y pacífico disfrute de la parte apelada. A su vez, desestimó la 

reconvención y le impuso el pago de todos los gastos y honorarios 

de abogado incurridos por la parte apelada, así como honorarios por 

temeridad.  

En la determinación apelada, el foro primario desglosó las 

siguientes determinaciones de hechos:  

1. La demandante Sociedad Legal de Bienes Gananciales es una 

entidad sui generis configurada en virtud del matrimonio 

compuesto por los también demandantes Francisco Ortiz Santini y 

Carmen Enid Vázquez Colón.  
 

2. El matrimonio Ortiz-Vázquez es propietario y está domiciliado 

en la residencia marcada con el número D-14 en la calle 6 de la 

Urbanización Estancias de San Fernando, en Carolina.  

 

3. La demandante Asociación Recreativa de Residentes de 
Estancias de San Fernando, Inc. (ARRESF) es una corporación sin 

 
5 Apéndice del recurso, págs. 1-19. 
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fines de lucro organizada bajo las leyes de Puerto Rico, con el 

número de registro 18630.  
 

4. La demandada Tatito Transport Service, Inc. (TTS) es una 

entidad con fines de lucro y número de registro 128802. 

 

5. El demandado Reynaldo Molina Rivera es mayor de edad, 

soltero, propietario y residente en la casa C-08 calle 1 de la 
Urbanización Estancias de San Fernando, en Carolina.  

 

6. El demandado Reynaldo Molina es el [p]residente y agente 

residente de la demandada TTS. 

  
7. Estancias de San Fernando es una comunidad estrictamente 

residencial y compuesta por doscientos treinta (230) viviendas, 

aledaña al Hospital de la Universidad de Puerto Rico, en Carolina.  

 

8. Estancias de San Fernando es una comunidad autorizada por 

ley a mantener y operar un sistema de acceso controlado.  
 

9. La ARRESF puede, entre otros fines, hacer cumplir las normas 

restrictivas impuestas en la [U]rbanización.  

 

10. Para que una persona natural o jurídica pueda ser miembro de 
la ARRESF, tiene que ser titular de una propiedad ubicada dentro 

de la Urbanización.  

 

11. Entre las obligaciones de ley que tienen los miembros de la 

ARRESF se encuentra el pago de cuotas de mantenimiento, dinero 

que se utiliza[,] entre otras cosas[,] para brindar un servicio privado 
de seguridad y vigilancia que, aparte de controlar el acceso a la 

Urbanización, efectúa rondas preventivas con patrullas. 

 

12. Entre las responsabilidades de ARRESF para con Estancias y 

sus miembros figuran:  
 

a. hacer cumplir y llevar a cabo las acciones necesarias ante 

los foros pertinentes, para exigir el cumplimiento de las 

condiciones restrictivas y disposiciones reglamentarias a 

los miembros y residentes de Estancias;  

 
b. llevar a cabo las gestiones legales necesarias para evitar 

que las facilidades, alrededores, predios, áreas comunes y 

calles del interior de la Urbanización se utilicen en todo o 

en parte para fines comerciales o industriales;  

 
c. llevar a cabo las gestiones legales necesarias para evitar 

que las residencias se usen, en todo o en parte, para fines 

comerciales o industriales;  

 

d. proveer seguridad a los residentes y adoptar aquellas 

medidas de seguridad que la Junta crea indicadas para la 
protección de sus residentes;  

 

e. proteger y mantener el bienestar común de los 

residentes;  

 

f. embellecer y dar mantenimiento adecuado a la 
Urbanización y sus facilidades, áreas comunes, y 

alrededores en general;  

 

g. gobernar, supervisar y atender las reparaciones y el 

mantenimiento de las áreas comunales;  
 

h. velar por el cumplimiento de las leyes, reglamentos, 

códigos y ordenanzas municipales aplicables; y 

 

i. ser la autoridad suprema sobre la administración de la 

Urbanización. 
 

13. Los demandados TTS y Reynaldo Molina han estado 

estacionando vehículos pesados de su propiedad en las calles de la 

[U]rbanización Estancias de San Fernando. 
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14. Entre los vehículos pesados pertenecientes a los demandados 
que estacionan o estacionaban en la [U]rbanización, se encuentran 

los siguientes: (a) guaguas escolares; (b) guaguas de transportación 

colectiva en general; (c) grúas; y (d) camiones. 

 

15. La [U]rbanización está regida por, entre otras disposiciones, la 

escritura pública número 146 de restricciones sobre uso y 
edificación, autorizada por el notario público Thomas Doran 

Gelabert el 29 de octubre de 1987.  

 

16. La escritura 146 dispone a las páginas 8 y 9[,] y en lo aquí 

pertinente, lo que sigue: 
 

Ninguna vivienda ni parte de [e]sta se utilizará para fines 

comerciales, no importa su naturaleza. En los solares no 

podrá efectuarse ninguna actividad ofensiva que cause 

inconvenientes o molestias al vecindario.  

 
S[o]lo podrán estacionarse en los garajes o solares aquellos 

vehículos de motor destinados a uso personal o aquellos 

utilizados como medio de trabajo por los residentes de las 

viviendas.  

 
En los solares no podrá instalarse, construirse o ubicarse, 

temporal o permanentemente, ningún remolque (“trailer”), 

tienda de campaña (“shack”) o estructura de igual o similar 

naturaleza.  

 

17. Por otro lado, la escritura 146 prescribe a la página 15, lo 
siguiente: 

  

La violación de cualquiera de las condiciones o restricciones 

aquí expuestas podrá ser corregida por LA PROPIETARIA el 

Comité o la Agrupación. Todos los gastos en que se incurra, 
incluyendo, sin implicar limitación, los honorarios de 

ingenieros y abogados, será por cuenta y cargo del dueño 

del solar que haya incurrido en la violación. Este remedio 

será alternativo o cumulativo a los que se mencionan en el 

siguiente párrafo Catorce.  

 
18. En la página 15 de la escritura 146 se dispone también lo 

siguiente:  

 

Las restricciones aquí establecidas podrán ponerse en vigor 

a través de cualquier procedimiento de ley o equidad. Tal 
procedimiento podrá ser iniciado por LA PROPIETARIA, sus 

sucesores o cesionarios, por cualquier dueño de un solar, 

por el Comité o por la Agrupación, contra la persona o 

personas que violaren o trataren de violar cualquier 

restricción, bien sea para detener dicha violación, para 

obtener resarcimiento por daños y perjuicios, o ambos, 
incluyendo siempre el pago de honorarios de abogados. 

  

19. A pesar de haber removido los vehículos más pesados, los 

demandados continúan estacionando y almacenando vehículos 

comerciales de diversa índole en la [U]rbanización.  

 
20. Entre los vehículos comerciales que los demandantes han 

observado que se continúan guardando en los predios de la 

[U]rbanización, figuran guaguas tipo “pick up” de cabina abierta 

con compartimientos y guaguas de transporte tipo “pisi-corre” en 

el final de la calle 7 de la [U]rbanización.  
 

21. Al momento de presentar la moción dispositiva, los 

demandados continúan operando luminarias de alta potencia al 

final de la calle 7 de la [U]rbanización.  

 

22. Los demandados, sin permiso alguno, destruyeron áreas verdes 
y aceras comunales que ubicaban al final de la calle 7 de la 

[U]rbanización, reemplazándolas con superficies de cemento y 

rampas de acceso hacia la propiedad marcada con el número F11. 
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 23. Al momento de presentar la moción dispositiva, los 

demandados no han reparado las alteraciones a áreas de uso 
público que destruyeron dentro de la [U]rbanización, al final de la 

calle 7. 

 

El 12 de junio de 2023, la Asociación presentó ante el foro de 

origen un Memorando de Costas y/o Solicitud de Reconsideración de 

Sentencia.6 En la referida moción, solicitó la cantidad de dos mil 

dólares ($2,000.00) en concepto de honorarios de abogado por 

temeridad y tres mil novecientos setenta dólares ($3,970.00) en 

concepto de costas. Posteriormente, el 17 de junio de 2023, Molina 

Rivera y TSS presentaron una Moción Solicitando Reconsideración a 

Temeridad y en Cumplimiento de Orden.7 En la misma, solicitaron la 

eliminación de los honorarios de abogado por temeridad impuestos 

por el foro primario en su Sentencia Sumaria Parcial y que no 

concediera la cantidad estipulada en el Memorando de Costas 

presentado por la Asociación.  

En respuesta, el 26 de junio de 2023, el matrimonio Ortiz-

Vázquez, presentó una Oposición a Reconsideraciones. 8  En la 

misma, solicitó que se declararan No Ha Lugar las solicitudes de 

reconsideración presentadas por la parte apelante y que se le 

aprobara el Memorando de Costas presentado por este el 9 de junio 

de 2023, por la suma de dieciséis mil, ochocientos cuarenta y seis 

dólares ($16,846.00).  

Por su parte, el 29 de junio de 2023, la Asociación presentó 

una Enmienda a Memorando de Costas y/o a Solicitud de 

Reconsideración de Sentencia. 9  En su escrito, solicitó que se 

enmendara la Sentencia Sumaria Parcial del 2 de junio de 2023, a 

los fines de conceder la cantidad adicional de diez mil ciento quince 

dólares con cincuenticuatro centavos ($10,115.54) en concepto de 

costas.  

 
6 Apéndice del recurso, págs. 94-97. 
7 Íd., págs. 98-101. 
8 Íd., págs. 102-111. 
9 Íd., págs. 112-115. 
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Atendidas las posturas de las partes, el 7 de febrero de 2024, 

el foro primario emitió una Resolución10  en la que concedió las 

siguientes partidas: trescientos cuarenta y seis dólares ($346.00) 

por concepto de costas y gastos reclamados por el matrimonio    

Ortiz-Vázquez y nueve mil dólares ($9,000.00), tanto a la Asociación 

como al matrimonio Ortiz-Vázquez, por concepto de honorarios de 

abogado; y dejó sin efecto la imposición de honorarios por temeridad 

impuestos en la Sentencia Sumaria Parcial emitida el 2 de junio de 

2023. 

Inconforme, la parte apelante acudió ante nos mediante el 

recurso de epígrafe y señaló los siguientes errores:  

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
EMITIR SENTENCIA SUMARIA PARCIAL AL HABER 
HECHOS EN CONTROVERSIAS Y TOTAL AUSENCIA DE 

EVIDENCIA QUE SOSTUVIERAN LAS ALEGACIONES DE 
LA PARTE APELADA-DEMANDANTE. 

 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
PROHIBIRLE AL DEMANDADO REYNALDO MOLINA 

RIVERA A ESTACIONAR EN SU PROPIEDAD VEHÍCULO 
PESADO A PESAR DE QUE NO EXISTE PROHIBICIÓN     
A ESOS EFECTOS EN LA ESCRITURA DE 

RESTRICCIONES Y USOS Y A PESAR DE QUE LA MISMA 
AUTORIZA A ESTACIONAR AQUELLOS VEHÍCULOS 

UTILIZADOS COMO MEDIO DE TRABAJO DE LOS 
RESIDENTES. 
 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DETERMINAR SIN PRUEBA PERICIAL QUE LA 

LUMINARIA INSTALADA AFECTA A LOS DEMANDANTES 
Y CREA UNA CONTAMINACIÓN LUMÍNICA. 
 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA EN 
CONCEDERLE HONORARIOS DE ABOGADO [A] 
AMBAS PARTES DEMANDANTES TANTO A LA 

ASOCIACIÓN RECREATIVA DE RESIDENTES DE 
ESTANCIAS DE SAN FERNANDO COMO AL 

MATRIMONIO ORTIZ-VÁZQUEZ SIN ÉSTOS ÚLTIMOS 
TENER DERECHO A ELLO Y DUPLICANDO LA 
CANT[I]DAD ESTABLECIDA CONTRACTUALMENTE 

MEDIANTE LA ESCRITURA DE RESTRICCIONES Y 
USOS. 
 

En cumplimiento con nuestra Resolución del 11 de marzo de 

2024, el matrimonio Ortiz-Vázquez compareció mediante Alegato del 

 
10 Apéndice del recurso, págs. 153-159. 
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Apelado Matrimonio Ortiz Vázquez el 3 de abril de 2024, y la 

Asociación de Residentes compareció mediante Alegato en Oposición 

a Recurso de Apelación al día siguiente.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

II 

A 

El mecanismo de sentencia sumaria provisto en la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 36, es un vehículo 

para asegurar la solución justa, rápida y económica de un caso. 

Serrano Picón v. Multinational Life Ins., 212 DPR 981 (2023); Oriental 

Bank v. Caballero García, 212 DPR 671 (2023); González Meléndez 

v. Mun. San Juan et al., 212 DPR 601 (2023); Acevedo y otros v. 

Depto. Hacienda y otros, 212 DPR 335 (2023); Universal Ins. y otro 

v. ELA y otros, 211 DPR 455 (2023). Dicho mecanismo permite a los 

tribunales disponer, parcial o totalmente, de litigios civiles en 

aquellas situaciones en las cuales no exista controversia material de 

hecho que requiera ventilarse en un juicio plenario y el derecho así 

lo permita. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., 208 DPR 964 

(2022). Este mecanismo lo puede utilizar la parte reclamante o 

aquella parte que se defiende de una reclamación. 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.1 y 36.2.  

Mediante el mecanismo de sentencia sumaria, se procura 

profundizar en las alegaciones para verificar si, en efecto, los hechos 

ameritan dilucidarse en un juicio. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 

DPR 20, 42 (2020). Este cauce sumario resulta beneficioso tanto 

para el tribunal, como para las partes en un pleito, pues se agiliza 

el proceso judicial, mientras simultáneamente se provee a los 

litigantes un mecanismo procesal encaminado a alcanzar un 

remedio justo, rápido y económico. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping 

et al., supra. Como se sabe, en aras de prevalecer en una 
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reclamación, la parte promovente debe presentar prueba 

incontrovertible sobre todos los elementos indispensables de su 

causa de acción. Íd.  

Nuestro ordenamiento civil y su jurisprudencia interpretativa 

impone unos requisitos de forma con los cuales hay que cumplir al 

momento de presentar una solicitud de sentencia sumaria, a saber: 

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los 

asuntos litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción sobre la 

cual se solicita la sentencia sumaria; (4) una relación concisa, 

organizada y en párrafos enumerados de todos los hechos esenciales 

y pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas 

u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen estos 

hechos, así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las 

razones por las cuales se debe dictar la sentencia, argumentando el 

derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser concedido. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3; Oriental Bank v. Caballero García, supra; Pérez 

Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687 (2019). Si la parte promovente 

de la moción incumple con estos requisitos, “el tribunal no estará 

obligado a considerar su pedido”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 111 (2015). 

Por otro lado, “la parte que desafía una solicitud de sentencia 

sumaria no puede descansar en las aseveraciones o negaciones 

consignadas en su alegación”. León Torres v. Rivera Lebrón, supra, 

pág. 43. Por el contrario, quien se opone a que se declare con lugar 

esta solicitud viene obligado a enfrentar la moción de su adversario 

de forma tan detallada y específica como lo ha hecho la parte 

promovente puesto que, si incumple, corre el riesgo de que se dicte 

sentencia sumaria en su contra, si la misma procede en derecho. Íd.  
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Por ello, en la oposición a una solicitud de sentencia sumaria, 

la parte promovida debe puntualizar aquellos hechos propuestos 

que pretende controvertir y, si así lo desea, someter hechos 

materiales adicionales que alega no están en disputa y que impiden 

que se dicte sentencia sumaria en su contra. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. Claro está, para cada uno de estos supuestos deberá 

hacer referencia a la prueba específica que sostiene su posición, 

según exigido por la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 36.3. Íd. En otras palabras, la parte opositora tiene el peso de 

presentar evidencia sustancial que apoye los hechos materiales que 

alega están en disputa. Íd. De lo anterior, se puede colegir que, ante 

el incumplimiento de las partes con las formalidades de la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, supra, la consideración de sus 

posiciones descansa en la sana discreción del Tribunal.  

Al atender la solicitud, el Tribunal deberá asumir como ciertos 

los hechos no controvertidos que se encuentren sustentados por los 

documentos presentados por la parte promovente. E.L.A. v. Cole, 

164 DPR 608, 626 (2005). Toda inferencia razonable que pueda 

surgir de los hechos y de los documentos se debe interpretar en 

contra de quien solicita la sentencia sumaria, pues solo procede si 

bajo ningún supuesto de hechos prevalece la parte promovida. Íd., 

pág. 625. Además, al evaluar los méritos de una solicitud de 

sentencia sumaria, el juzgador o juzgadora debe actuar guiado por 

la prudencia y ser consciente, en todo momento, que su 

determinación puede conllevar el que se prive a una de las partes de 

su “día en corte”, componente integral del debido proceso de ley. 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 44. 

Sin embargo, la sentencia sumaria generalmente no 

procederá cuando existan controversias sobre hechos esenciales 

materiales, o si la controversia del caso está basada en elementos 

subjetivos como intención, propósitos mentales, negligencia o 
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credibilidad. Cruz, López v. Casa Bella y otros, 2024 TSPR 47, 213 

DPR ___ (2024); Acevedo y otros v. Depto. Hacienda y otros, supra; 

Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., supra. Un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

con el derecho sustantivo aplicable. Banco Popular de Puerto Rico v. 

Zorrilla Posada y otro, 2024 TSPR 62, resuelto el 17 de junio de 2024; 

Oriental Bank v. Caballero García, supra, pág. 7; Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. Univisión, 

178 DPR 200, 213 (2010). Ahora bien, el Foro de última instancia ha 

reiterado que cualquier duda no es suficiente para derrotar una 

moción de sentencia sumaria, pues debe tratarse de una 

incertidumbre que permita concluir que existe una controversia real 

sobre hechos relevantes y pertinentes. Íd. Además, existen casos que 

no se deben resolver mediante sentencia sumaria porque resulta 

difícil reunir la verdad de los hechos mediante declaraciones juradas 

o deposiciones. Jusino et als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 579 

(2001). De igual modo, no es apropiado resolver por la vía sumaria 

“casos complejos o casos que involucren cuestiones de interés 

público”. Íd. No obstante, la sentencia sumaria procederá si atiende 

cuestiones de derecho. Universal Ins. y otro v. ELA y otros, supra. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha discutido los criterios 

que este Tribunal de Apelaciones debe considerar al momento de 

revisar una sentencia dictada sumariamente por el foro de instancia. 

Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664, 679-680 (2018); 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-119. Sobre 

ese particular, nuestro más Alto Foro señaló que:  

[E]l Tribunal de Apelaciones debe: (1) examinar de novo 
el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen 

al foro primario; (2) revisar que tanto la Moción de 
Sentencia Sumaria como su oposición cumplan con los 
requisitos de forma codificados en la referida Regla 36; 

(3) revisar si en realidad existen hechos materiales en 
controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de 
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la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de 
exponer concretamente cuáles hechos materiales 

encontró que están en controversia y cuáles están 
incontrovertidos, y (4) de encontrar que los hechos 

materiales realmente están incontrovertidos, debe 
proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera 
Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 

controversia. Roldán Flores v. M. Cuebas et al., supra, 
pág. 679.  

Conforme a lo anterior, nos encontramos en la misma posición 

que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la procedencia de 

una sentencia sumaria. Banco Popular de Puerto Rico v. Zorrilla 

Posada y otro, supra; Birriel Colón v. Econo y otro, 2023 TSPR 120, 

213 DPR ___ (2023); Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra; 

González Meléndez v. Mun. San Juan et al., supra; González Santiago 

v. Baxter Healthcare, 202 DPR 281, 291 (2019). Por ello, nuestra 

revisión es una de novo y nuestro análisis debe regirse por las 

disposiciones de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, así como 

de su jurisprudencia interpretativa. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. A tenor con la referida normativa, dicha revisión 

se realizará de la manera más favorable hacia la parte que se opuso 

a la solicitud de sentencia sumaria en el foro de origen y realizando 

todas las inferencias permisibles a su favor. Birriel Colón v. Econo y 

otro, supra; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. 

De esta manera, si entendemos que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, debemos revisar de novo si el foro primario 

aplicó correctamente el derecho. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. 

B 

En nuestra jurisdicción rige el principio de la autonomía 

contractual o pacta sunt servanda. Cruz, López v. Casa Bella y otros, 

2024 TSPR 47, 213 DPR ____ 2024. Las partes pueden establecer 

los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por convenientes, 

siempre que no sean contrarios a las leyes, la moral y al orden 

público. Íd.  De manera que, los contratos en Puerto Rico se 
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perfeccionan por el mero consentimiento y, desde ese momento, las 

partes se obligan al cumplimiento de lo expresamente pactado y a 

todas las consecuencias que, según su naturaleza, sean conformes 

a la buena fe, al uso y a la ley. Íd.  

Como se sabe, las partes contratantes quedan obligadas a las 

condiciones y a los términos pactados cuando concurren los 

elementos de consentimiento, objeto y causa. Al respecto, el objeto 

del contrato ha de ser una cosa determinada, mientras que, la causa 

corresponde a “la prestación o promesa de una cosa o servicio”. 

Rosario Rosado v. Pagán Santiago, 196 DPR 180, 189 (2016). Al 

mismo tiempo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

que, en las obligaciones contractuales, la ley primaria es la voluntad 

de las partes y los tribunales no pueden relevar a una parte de 

cumplir lo pactado cuando es legítimo y no contiene vicio alguno. De 

Jesús González v. A.C., 148 DPR 255, 271 (1999).  

En materia contractual, cuando los términos de un contrato 

son claros y no dejan duda sobre la intención de los contratantes, 

se estará al sentido literal de sus cláusulas. Marcial v. Tomé, 144 

DPR 522, 536 (1997). Es decir, los términos de un contrato se 

reputan claros “cuando por sí mismos son bastante lúcidos para ser 

entendidos en un único sentido, sin dar lugar a dudas, controversias 

ni diversidad de interpretaciones y sin necesitar para su 

comprensión razonamientos o demostraciones susceptibles de 

impugnación”. S.L.G. Francis-Acevedo v. SIMED, 176 DPR 372, 387 

(2009).   

C 

 Son restricciones voluntarias de carácter real aquellas 

limitaciones de uso, construcción y ornato o fines análogos que se 

imponen a las fincas y que cumplen con los requisitos establecidos 

para su constitución. 31 LPRA sec. 8081. Para que las restricciones 

voluntarias sobre los predios sean válidas y eficaces contra todos 
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deben ser razonables, obedecer a un plan general de mejoras, ser 

compatibles con la política pública sobre uso de terrenos, constar 

de manera específica en un instrumento público y deben constar 

escritas en el Registro de la Propiedad. 31 LPRA sec. 8082.  

D 

Por su parte, la servidumbre es el derecho real limitado que 

recae sobre una finca, denominada finca sirviente, en beneficio de 

otra finca o de una o varias personas o comunidad individualizadas. 

Si la relación es entre fincas, la que recibe la utilidad se llama finca 

dominante. La utilidad puede consistir en el otorgamiento al titular 

de la finca dominante o a las personas, según sea el caso, de un 

determinado uso de la finca sirviente, o en una reducción de las 

facultades del titular de la finca sirviente, o en una reducción de las 

facultades del titular de la finca sirviente. 31 LPRA sec. 8501.  En 

particular, las servidumbres se extinguen de la siguiente forma:  

(a) por el no uso durante quince (15) años, excepto en 

el caso de la servidumbre sobre finca propia. Este plazo 
empieza a contar desde el día en el que deja de usarse 

la servidumbre respecto a las discontinuas, y desde el 
día en el que tiene lugar un acto contrario a la 
servidumbre respecto a las continuas;  

(b) por el cumplimiento del plazo o de la condición;  

(c) por la extinción del derecho del concedente o del 

derecho real del titular de la servidumbre;  

(d) por la renuncia a la servidumbre por el titular 
dominante; 

(e) por la redención convenida entre el titular dominante 
y el sirviente; 

(f) por la pérdida total de la finca sirviente o de la 

dominante;  

(g) por la falta de declaración expresa de la existencia de 

servidumbre publicada únicamente por signo aparente 
sobre finca propia, en el título de enajenación; 

(h) por la desaparición de toda utilidad del uso de la 

servidumbre o si este uso resulta imposible. La 
servidumbre no se restablece si posteriormente su 

ejercicio vuelve a ser útil o posible; o 

(i) por la expropiación forzosa de la finca sirviente.  
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Las servidumbres personales se extinguen por la 
muerte, aunque no se haya cumplido el plazo o 

condición pactados, si el titular dominante es persona 
natural. Si no se pacta duración, la servidumbre se 

extingue con la extinción de la persona jurídica que sea 
la titular dominante. 31 LPRA sec. 8561. 

Entre los mecanismos para hacer valer las restricciones, 

nuestro Código Civil provee que, la persona propietaria de un 

derecho real que recae sobre una finca gravada con restricciones 

voluntarias puede instar un interdicto en el tribunal competente 

para impedir que se violen y obtener indemnización por los daños 

sufridos. 31 LPRA sec. 8085.  

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

antes nos. 

III 

 Como primer señalamiento de error, la parte apelante esgrime 

que el foro primario incidió al emitir la Sentencia Sumaria Parcial 

que nos ocupa. Esto, a pesar de existir hechos en controversia y 

total ausencia de evidencia que sostenga las alegaciones de la parte 

apelada. En su segundo señalamiento de error, la parte apelante 

establece que el foro de instancia erró al prohibirle a Molina Rivera 

estacionar en su propiedad un vehículo pesado, a pesar de que esta 

prohibición no se estableció en la Escritura de Restricciones. 

Argumenta que la referida escritura autoriza a estacionar aquellos 

vehículos utilizados como medio de trabajo de los residentes. Por 

otro lado, como tercer señalamiento de error, la parte apelante 

esboza que el foro apelado erró al determinar, sin prueba pericial, 

que la luminaria instalada afectaba a los apelados y creaba una 

contaminación lumínica. Por estar íntimamente relacionados, 

procedemos a atender los errores de forma conjunta.  

 La parte apelante intenta argumentar que de la prueba 

presentada ante el foro primario no se desprende contundentemente 

que se utilizaran las facilidades de la Urbanización para fines 
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comerciales. Sobre este particular, aduce que de la prueba 

presentada solo surge que se estacionaban vehículos pesados en la 

propiedad de Molina Rivera, y en la calle inmediatamente en frente 

de su propiedad. A consecuencia de esto, la parte apelante entiende 

que el Tribunal de Primera Instancia no debió declarar Ha Lugar la 

solicitud de sentencia sumaria parcial, sino que debió llevar a cabo 

un desfile de prueba para dilucidar bajo qué circunstancias se 

encontraban dichos vehículos en la propiedad, y si los mismos eran 

utilizados por los residentes de la misma para su trabajo. No le 

asiste la razón en este planteamiento. 

Nuestras Reglas de Procedimiento Civil, supra, le imponen a 

la parte que se opone a una solicitud de sentencia sumaria el peso 

de presentar evidencia sustancial que apoye los hechos materiales 

que alega están en disputa. En ausencia de esta evidencia, el 

Tribunal deberá asumir como ciertos los hechos no controvertidos 

que se encuentren sustentados por los documentos presentados por 

la parte promovente. En el caso de autos, los documentos 

presentados fueron las fotos de los vehículos pesados estacionados 

dentro de la Urbanización. La parte apelante no controvirtió 

adecuadamente el alegado uso comercial de los vehículos, ni la 

alegada contaminación lumínica que afectaba a los residentes de la 

Urbanización al presentar su Réplica a Solicitud de Sentencia 

Sumaria Parcial. La presentación de la réplica era el medio procesal 

idóneo para presentar prueba que impugnara las alegaciones de uso 

comercial y contaminación lumínica hecha por la parte apelada en 

su solicitud de sentencia sumaria. Al no hacerlo, el Tribunal 

correctamente asumió como ciertas las alegaciones de los apelados 

y ejerció su discreción al declarar Ha Lugar la solicitud de sentencia 

sumaria parcial. No apreciamos error en este proceder.  

Por otro lado, la parte apelante esgrime que la prohibición de 

estacionar vehículos pesados en su propiedad tiene el efecto de 
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modificar la Escritura de Restricciones suscrita por las partes, al 

determinar los vehículos que pueden ser considerados como de 

trabajo, y excluyendo los vehículos pesados para esos propósitos. 

Sobre esta prohibición, enfatiza que la misma es una absoluta, que 

le restringe el uso y disfrute de su propiedad. Asimismo, aduce que 

hubo una intromisión indebida del Tribunal de Primera Instancia ya 

que la sentencia tuvo el efecto de modificar las restricciones de uso 

de su propiedad. Arguye que esta acción solo puede llevarse a cabo 

a través del voto unánime de los titulares de la Urbanización. 

Tampoco, no le asiste la razón en su planteamiento.  

La Escritura Número ciento cuarenta y seis (146) establece en 

su inciso cinco (5) las restricciones impuestas al uso y a las 

estructuras de las propiedades dentro del desarrollo de viviendas de 

la Urbanización. Establece que los solares sujetos a las restricciones 

solo podrán utilizarse para fines residenciales. De igual forma, 

establece que ninguna vivienda ni parte de esta se utilizará para 

fines comerciales, no importa su naturaleza. En los solares no 

podrá efectuarse ninguna actividad ofensiva que cause 

inconvenientes o molestias al vecindario. Asimismo, dispone lo 

siguiente:  

Solo podrán estacionarse en los garajes o solares 

aquellos vehículos de motor destinados a uso personal 
o aquellos utilizados como medio de trabajo por los 
residentes de las viviendas. Ninguna lancha de más de 

veinte (20) pies de largo podrá estacionarse en los 
solares o calles de este proyecto. Aquellas lanchas de 

menos de veinte (20) pies de largo podrán estacionarse 
en los garajes que a tales fines los residentes utilicen. 
En los solares no podrá instalarse, construirse o 

ubicarse, temporal o permanentemente, ningún 
remolque (“trailer”), tienda de campaña (“shack”) o 

estructura de igual o similar naturaleza.  
 

En el caso de autos, quedó demostrado que los vehículos 

estacionados en la Urbanización son de índole comercial o con 

intención de perpetuar la actividad comercial de TTS. 

Independientemente del propósito, el estacionar dichos vehículos 
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dentro de la Urbanización constituyó una actividad ofensiva que 

causó inconvenientes y molestias al vecindario, esto, en clara 

contravención con lo establecido en la Escritura de Restricciones. 

Del mismo modo, en la Escritura 146 se establece una prohibición 

para instalar cualquier remolque, tienda de campaña o estructura 

de igual naturaleza. De las fotos que forman parte del expediente 

ante nos, podemos ver cómo los vehículos pesados estacionados por 

Molina Rivera en la Urbanización son de igual naturaleza a los 

elementos prohibidos.  

Finalmente, el cuarto señalamiento de error está relacionado 

a los honorarios de abogados, impuestos mediante la Resolución 

emitida por el foro primario el 7 de febrero de 2024. Luego de una 

revisión del expediente ante nos, colegimos que la decisión del foro 

de origen estuvo fundamentada en lo expresamente dispuesto en la 

Escritura 146 que obra en autos. Por consiguiente, el cuarto error 

señalado tampoco se cometió. 

Por todo lo antes expuesto, y luego de una revisión sosegada 

del expediente ante nos, determinados que el foro primario no 

incidió en su determinación. En ausencia de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto, concluimos que la parte apelante 

incurrió en una violación de las restricciones restrictivas impuestas 

por su Urbanización, y por lo tanto procedía declarar Ha Lugar la 

causa de acción de epígrafe.    

IV 

Por las razones que anteceden, confirmamos el dictamen 

apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


